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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 229/2021-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DEL CERRRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, INTERAPAS.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., veintinueve de septiembre de dos mil veintiuno. 


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 229/2021-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del quince de abril de dos mil veintiuno, se tuvo a **********demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

AUTORIDAD DEMANDADA:

Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, Interapas.  
ACTO QUE SE IMPUGNA: **********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del dos de agosto del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no se formularon por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades fiscales del Estado donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos fiscales. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de esta resolución. 
En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja ********** de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.

TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********demandando por derecho propio la nulidad del acto que ha quedado señalado con antelación. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que el acto impugnado se encuentra directamente dirigido al aquí  impetrante, es innegable que cuenta con interés jurídico para promover la demanda de nulidad.

 Tocante a la legitimación de la autoridad demandada Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, se encuentra acreditada.

Lo anterior, en virtud de que el Director Jurídico quien comparece en representación de dicho Organismo, aportó en copia certificada el nombramiento que lo acredita como tal, según documento visible a ********** del expediente en que se actúa. 

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Analizadas las constancias que conforman el presente expediente, se advierte que en el presente caso, no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno. 

QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 03 a la 05 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis la siguiente jurisprudencia: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.

SEXTO.- El primer y Único Concepto de Impugnación que hace valer el actor es infundado en parte y fundado por otra, de acuerdo a las siguientes consideraciones legales:
  Primeramente, el problema jurídico es analizar la legalidad o ilegalidad en su caso, del **********

En principio, es pertinente señalar que como en el acto impugnado, se determina un adeudo a cargo del actor por la cantidad  señalada, por consumo de los servicios de agua potable que presta el organismo demandado, la materia en esta controversia es de naturaleza fiscal, porque el cobro impugnado es un crédito fiscal conforme a los artículos 178 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí; 51, 52, 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y 7º, fracción I, inciso b) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, de los agravios vertidos por el actor dentro de éste  Concepto de Impugnación, son en el sentido siguiente:

"… El acto reclamado carece de fundamentación y motivación legal, ya que la autoridad demandada no establece la FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN del cobro de agua…” 

2… Es nulo el acto de autoridad…, en razón de que únicamente contempla una serie de saldos o cantidades a cobrar, pero el usuario se encuentra en estado de indefensión puesto que desconoce la manera en que la autoridad demandada arribó a tal conclusión o resultados, nunca se indican los mecanismos u operaciones aritméticas formuladas para llegar a las cantidades que se está cobrando en diversos rubros de adeudo, o los motivos de incremento del agua…”    

“Ahora bien, en ninguna parte del recibo por cobro de agua, se advierte que la Autoridad no fundó debidamente su competencia para cobrar dicho adeudo, al omitir hacer alusión del artículo, fracción, apartado, inciso, sub-inciso o párrafo que justifique el ámbito espacial, material etcétera…, por lo tanto al no cubrir ello en la especie, se traduce en un estado de indefensión para el usuario o gobernado, pues no le permite conocer a ciencia cierta si la autoridad emisora es competente para actuar…” (F. 04 Y 04 VUELTA).

 
Del Concepto en estudio, se desprende que el actor se siente agraviado porque dice que acto reclamado carece de fundamentación y motivación legal.
Así mismo, se siente agraviado porque según su decir, la Autoridad no fundó debidamente su competencia para cobrar dicho adeudo.

Como la competencia es una cuestión de orden público, su estudio debe de ser preferente a los demás conceptos de impugnación, por lo que entonces, se procede a estudiar el argumento planteado por el actor. 
Pues bien, al remitirnos al acto impugnado, particularmente en  la parte reversa de dicho acto, se aprecia que para la emisión del mismo, la autoridad demandada se fundamentó en los artículos 1°, 2°, 3° fracción XXV, 4° fracción IV, 71, 73, 79  Fracción XVII, 87, 88, 89 y 92 fracciones I, XI, XII, 98, y 100 de la Ley de Aguas Vigente para el Estado de San Luis Potosí, 1, 2, 6, 7, 9, 12, 13 y 14 de la Ley de Cuotas y Tarifas. 

De los citados fundamentos legales, destacan los siguientes:

LEY DE AGUAS PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“ARTICULO 4º. Son autoridades para la aplicación de esta Ley, en el ámbito de sus respectivas competencias: 

I. El Titular del Poder Ejecutivo del Estado; 

II.-  La Comisión; 

III. Los ayuntamientos, y

 IV. Los organismos operadores descentralizados.”
“ARTICULO 71. Los servicios públicos estarán a cargo de los municipios en todos los asentamientos humanos regulares de su circunscripción territorial, los cuales, podrán prestarlos por sí mismos, a través de comités auxiliares, o por medio de organismos descentralizados concesionarios, o por la Comisión en los términos de esta Ley y demás disposiciones legales aplicables. 

En el caso de los asentamientos irregulares, sus gestiones para la obtención de la factibilidad de los servicios de agua potable, alcantarillado sanitario y pluvial, procederán hasta que regularicen su situación jurídica respecto del predio del que se requieren los servicios. 

El ayuntamiento o el organismo operador, en su caso, en el área de circunscripción que les competa, deberán revisar y, en su caso, proponer una solución cuando los asentamientos irregulares y sus obras de infraestructura de agua potable, alcantarillado sanitario y pluvial afecten la factibilidad de prestación de los servicios para un desarrollador, así como el servicio mismo para asentamientos regulares autorizados y construidos.” 

“ARTICULO 73. Los municipios podrán prestar los servicios públicos en forma descentralizada, a través de organismos operadores descentralizados de la administración pública municipal, o convenir con otros municipios la creación de organismos operadores intermunicipales, en los términos de la presente Ley.” Lo resaltado con negrita es nuestro.
“ARTÍCULO 79.- Cuando los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales sean prestados de forma centralizada por los ayuntamientos, éstos tendrán a su cargo:

XVII. Cobrar invariablemente las cuotas y tarifas por los servicios públicos que preste, en términos de ley.”
“ARTÍCULO 92.- El organismo operador tendrá a su cargo:

I.- Ejercer las atribuciones a que se refiere el artículo 79 de la presente Ley, con excepción de las señaladas en las fracciones VIII, IX y X del precitado numeral;

XI. Determinar y cobrar, a través del procedimiento administrativo de ejecución, los adeudos que resulten de aplicar las cuotas o tarifas por los servicios que preste; 

XII. Ordenar y ejecutar la restricción o suspensión del servicio por falta de pago.” 


Tales artículos, destacan que dentro de las autoridades para la aplicación de esta Ley en el ámbito de sus respectivas competencias, se encuentra el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez y que, el H. Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí, a través del organismo en mención tendrá a su cargo entre otras cosas funciones, las de prestar el servicio público de agua potable, alcantarillado y saneamiento así como las de cobrar las cuotas y tarifas por los servicios públicos que preste, en términos de dicha ley, sin pasar por alto ejercer las atribuciones a que se refiere el artículo 79 de la Ley de la materia.

De lo anterior se desprende la competencia material y territorial de la autoridad demandada para ejercer tales atribuciones, las cuáles serán llevadas entre otras cosas, por medio de los Estados de Cuenta que expida a los particulares mediante lo que se les hace saber las cantidades a pagar según el tipo de consumo por los servicios de agua potable, así como por los demás conceptos que refiere el acto impugnado.
En conclusión, la autoridad demandada sí señaló de manera clara y precisa los artículos y fracciones de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, que le otorgaron la competencia material y territorial para emitir actos como el que nos ocupa, de ahí lo infundado de este agravio.
Ahora bien, en lo que refiere el actor de que el acto que combate carece de fundamentación y motivación legal, se tiene lo siguiente:
De los demás artículos a que invocó la demandada en el acto que se impugna, esto es, los artículos 9°, 12 y 14 de la ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de Servicios Públicos del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado,  Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, establecen lo  siguiente: 

LEY DE CUOTAS Y TARIFAS PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.  

“ARTÍCULO 9.- Para cubrir el servicio de drenaje o alcantarillado sanitario, se aplicará un 15% (quince por ciento) sobre el monto del consumo del servicio de agua potable, y lo pagará el usuario en el recibo del agua.”

“ARTÍCULO 12.- Para cubrir el servicio de tratamiento de aguas residuales, se aplicará un 20% veinte por ciento sobre el monto del consumo del servicio de agua potable y lo pagará el usuario en el recibo del agua.”

“ARTÍCULO 14.- A las cuotas y tarifas anteriores expresadas en este Decreto, se les adicionará el Impuesto al Valor Agregado que se cause, de conformidad con la ley en la materia.”

Se desprende de tales preceptos que para cubrir el servicio de drenaje o alcantarillado sanitario, se aplicará un 15% (quince por ciento) sobre el monto del consumo del servicio de agua potable, así mismo, en lo que se refiere al servicio de tratamiento de aguas residuales, se aplicará un 20% veinte por ciento sobre el monto del consumo del servicio de agua potable, ambos conceptos serán pagados por el usuario en el recibo del agua.

Además, establecen que en cuanto a las cuotas y tarifas anteriores expresadas, se les adicionará el Impuesto al Valor Agregado que se cause, de conformidad con la ley en la materia, conceptos los anteriores que se encuentran debidamente señalados en el acto que se combate.

Entonces el acto a combatir, sí cumple con el requisito de fundamentación, de ahí que el agravio que hace valer el actor en ese sentido sea declarado como lo infundado. 
Sin embargo, es fundado en la parte relativa a que el acto en mención, carece del requisito esencial de la motivación.

Se dice lo anterior, ya que de una revisión que se realizó al contenido del acto a combatir, no se encontró en ninguna parte, la forma de cómo fue que la autoridad demandada llegó al conocimiento del supuesto consumo, del supuesto adeudo así como del incremento de la cantidad a pagar, ya que de la simple lectura del recibo, no se precisa de donde o con base en qué elementos se obtuvieron esos conceptos que se señalan en el mismo.

Se dice lo anterior, ya que de acuerdo al contrato celebrado entre la demandada con el actor, la tarifa o cantidad a pagar por concepto de Agua Potable, Drenaje y Tratamiento e IVA incluido, era por un total ********** del expediente en que se actúa y a los que se les concede valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documentos públicos emitidos por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales. 

Lo que no es coincidente con la cantidad a pagar según el acto que se impugna y que lo es por **********
Lo anterior arroja en consecuencia que el acto que se impugna no reúna el requisito de la debida motivación, lo que por sí mismo resulta suficiente para declarar su ilegalidad. 
Así mismo, la demandada fue omisa en señalar en el texto del recibo impugnado, cuál fue el análisis que realizó para llegar a la  determinación contenida en el acto que se combate, puesto que no indicó los elementos, parámetros, procedimientos y los lineamientos de los conceptos que debe aplicarse para tal efecto, para llegar a la conclusión que el actor, tenía la obligación de cubrir el monto contenido y en la fecha que señala el acto en mención. 

 
En términos generales, la autoridad responsable no indica los elementos, parámetros y procedimientos que se debieron tomar en cuenta para imponer la tarifa que se pretende cobrar, así como los adeudos ahí contenidos e imputables al demandante, circunstancia que se traduce en la ilegalidad manifiesta del acto impugnado, al adolecer del ineludible requisito de motivación.

En ese orden de ideas, ésta Primera Sala Unitaria determina que  el acto controvertido, se considera insuficientemente motivado, en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, sirviendo de apoyo el siguiente criterio que dice: 
 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE.
 Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca.”  (lo subrayado es nuestro) 

Por su parte, la autoridad demandada al momento de emitir su contestación a la presente demanda de nulidad, manifestó que el acto que se impugna se encuentra debidamente fundado y motivado, argumentando además que: 

“ … De lo anterior se advierte que dicho cobro se encuentra fundamentado en la misma LEY DE CUOTAS Y TARIFAS PARA EL INTERAPAS, tan es así que dicho usuario cuenta con un medidor con número de serie ********** de igual forma dentro de nuestro sistema visual Matrix, no se encuentra ningún reporte de la existencia de alguna anomalía o irregularidad en dicho medidor, por lo que se realizó toma de lectura en fecha **********
“… más lo correspondiente a 12 meses de adeudo en el cual dicho actor ha sido omiso en cubrir, pese a que el mismo se ha beneficiado mes con mes de dicho servicio, siendo la cantidad de ********** (F. 51 VUELTA)      
“… el consumo se realiza con base al consumo real y conforme a los parámetros de la LEY DE CUOTAS Y TARIFAS PUBLICADAS EN EL PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO DE SAN LUIS VIGENTE, en su artículo 6…” (F. 51 VUELTA) 
Argumento que a juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria es improcedente, pues dice que el cobro contenido en el acto que se impugna se encuentra fundamentado en la Ley de Cuotas y Tarifas del  INTERAPAS y que el actor cuenta con un medidor, argumentando además que  no existe  ningún reporte de la existencia de alguna anomalía o irregularidad en dicho medidor.

Sin embargo, si es cierto como lo manifiesta la demandada de que en el domicilio del actor no existe ningún reporte de la existencia de alguna anomalía o irregularidad en dicho medidor, entonces no se justifica el incremento por Consumo de Agua Potable, Drenaje y Tratamiento contenidos en el acto que se impugna 

Además, al actor se le imputa un presunto adeudo de 12 meses cuando refiere solamente la última lectura realizada del **********, tomada del medidor instalado en el domicilio del actor, lo que inclusive no fue acreditado.  

Aunado a lo anterior, se advierte que la demandada pretende justificar el consumo de agua potable por parte del usuario con los adeudos incluidos y con el incremento que se hace constar en el acto impugnado, solamente con la última toma de lectura lo que por sí misma resulta insuficiente para tener por debidamente motivado el acto en cuestión.
Con el anterior argumento, la demandada pretende mejorar la motivación en el acto que se impugna, lo que por supuesto es improcedente.
No es dable considerar los argumentos planteados en la contestación cuando por medio de ellos, pretende modificar o ampliar la motivación dada en el acto que se impugna. 

No pasa desapercibido que la demandada aportó el historial del contrato ********** para el suministro de agua potable en el domicilio del actor, así como los formatos de las lecturas del medidor instalado en ese domicilio, sin pasar por alto los horarios en que se suministra dicho servicio de agua en el domicilio del demandante, los cuáles obran agregados en autos a fojas de la 82 a la 108 del expediente en que se actúa.

Sin embargo, tales documentos no pueden ser tomados en cuenta para que se consideren como parte de la motivación en el acto impugnado, ya que ellos fueron aportados por la demandada derivado del requerimiento por parte de la Sala Instructora de este Tribunal.

Tal requerimiento derivó de la petición que en su momento realizó el actor ante la demandada, sin que hubiera tenido respuesta de ello.

Entonces, dichos documentos no fueron ofrecidos por la demandada como medios de prueba para acreditar su motivación en el acto en cuestión.

En conclusión, la autoridad demandada no motivó ni justificó en el acto impugnado y con medio de prueba alguno, todo lo relacionado con el supuesto consumo de agua potable, con el supuesto adeudo ni con el incremento que se hace constar en el Estado de Cuenta que se impugna, al no señalar razones y  motivos suficientes para ello.    

Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios que dicen: 
 y 
 

“NULIDAD, JUICIO DE. CONTESTACION DE DEMANDA, NO SE PUEDEN CAMBIAR EN ELLA LA FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LA RESOLUCION. 
Según el artículo 215 del Código Fiscal de la Federación, en la contestación de la demanda no podrán cambiarse los fundamentos de derecho de la resolución impugnada, y de ahí que, para determinar la validez o nulidad de una resolución, el Tribunal Fiscal de la Federación debe atender exclusivamente a la fundamentación y motivación en ella externadas, sin considerar los argumentos planteados en la contestación a la demanda cuando por medio de ellos se pretende modificar o ampliar la fundamentación y motivación dadas en la resolución. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO”.

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- 

Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

Con base en lo expuesto, esta Primera Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la resolución consistente en **********en virtud de que carece del requisito esencial de motivación por parte de la Autoridad que lo expidió, la cual debe estar en correlación a los fundamentos jurídicos aplicados, por lo que en el caso en particular, se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II, del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

A efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, resulta procedente dejar el acto declarado nulo, en términos de lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para el fin de que la autoridad demandada emita un nuevo acto, en el que se cumplan las formalidades de una debida fundamentación y motivación, en el que habrá de indicar al particular en el acto de cobro, los elementos o parámetros de cobro empleados por la demandada y que sirvieron de sustento para exigir el importe reclamado.

Ahora bien, de acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia, una vez que ésta cause ejecutoria.  

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracciones II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.
PRIMERO. Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto reclamado para los efectos señalados en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Se previene a la autoridad demandada para los efectos del cumplimiento dado a la parte final del considerando sexto de esta sentencia.  
CUARTO.- Notifíquese 
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.
"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.


� Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación No. 402, visible en la página 666 del Tomo Parte III, Sección Administrativa de la Séptima Época del Apéndice de 1975. 





� “Octava Época, Registro: 228736, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  III, Segunda Parte-1, Enero a Junio de 1989, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página:  502.


� Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168.





